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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2011.

PRETENSIONES: Solicitó la sociedad Spectra Ltda, se libre a su favor y en contra de la sociedad Gómez Vallejo Hermanos & Cía Ltda, Samuel Eduardo Gómez Vallejo y Martha Cecilia Estrada, mandamiento de pago por las por las sumas de $15.000.000, $15.000.000 y $40.000.000, con sus intereses de plazo y moratorios. Además, en contra de las mismas personas y de María Victoria Gómez Vallejo, por la suma de $29.710.00. También pidió se les condenara a pagar las costas del proceso.

HECHOS: Narra la demanda, con la corrección que fue ordenada por el juzgado, que la sociedad Gómez Vallejo Hermanos & Cía Ltda, Samuel Eduardo Gómez Vallejo y Martha Cecilia Estrada, suscribieron a favor de la sociedad Spectra Ltda, tres letras de cambio, cada una por valor de $40.000.000, con fechas 13, 16 y 17 de mayo de 2005, pagaderas en su orden los días 13, 16 y 17 de mayo de 2010. Las mismas personas y la señora María Victoria Gómez Vallejo, aceptaron otra letra, por valor de $40.000.000 pagadera el 26 de junio de 2010. Los demandados no han pagado la totalidad del capital y adeudan las sumas por las que se les ejecuta.

MANDAMIENTO DE PAGO: Se libró el 12 de diciembre de 2011, en la forma solicitada.

PRONUNCIAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA: El curador ad- litem que para ese efecto se les designó a los demandados, contestó la demanda. Se opuso a las pretensiones y propuso la excepción de prescripción.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 2 de mayo de 2016. En ella, la jueza de primera sede declaró probada la excepción propuesta, porque la notificación a los demandados no interrumpió la prescripción alegada por el curador que los representa y para la fecha en que se practicó, ya habían transcurrido más de tres años.

APELACIÓN: La parte demandante, inconforme con el fallo, lo apeló. Adujo que presentó la demanda el 18 de noviembre de 2011, con mucha antelación a la prescripción de la acción cambiaria y por ello, no es admisible afirmar que las letras de cambio no eran exigibles para aquella fecha; el curador argumenta que existe prescripción al tenor del artículo 90 del CPC, norma que se encuentra derogada desde el 1º de octubre de 2012 y no se puede entonces aplicar. Resumió lo relacionado con la forma como intentó en el proceso obtener la notificación a los demandados, hasta obtenerla, después de un emplazamiento y concluye que “en buena parte el hecho de que los demandados no estén notificados personalmente, se debe a la mala fe de los mismos”, pues a pesar de tener conocimiento de la existencia del proceso, se negaron a comparecer a él. Explica que el señor Samuel Eduardo Gómez Vallejo asistió a la empresa Grupo Consultor Andino, donde fue atendido por la Dra. Mónica Viviana Gonzáles Rosa y se negó a notificar la notificación por conducta concluyente y se adelantaron gestiones telefónicas, lo que demuestra aquel hecho; se dedicaron a dilatar el proceso. Con fundamento en jurisprudencia de la  Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, concluyó que en este caso se produjo la notificación personal, porque en el lugar indicado para recibir notificaciones, recibieron la citación, y se dejó constancia de que se ubicaban allí, pero cuando se envió el aviso de notificación, fue rehusado sin explicación, y por ello se solicitó el emplazamiento, lo que denota la mala fe de los ejecutados. 
En esta sede repitió casi lo mismo que ya había dicho en primera instancia.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso la apoderada judicial de la parte demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 2 de mayo de 2016, en este proceso ejecutivo que la sociedad Spectra Ltda inició frente a la sociedad Gómez Vallejo Hermanos & Cía Ltda, Samuel Eduardo Gómez Vallejo, Martha Cecilia Estrada y María Victoria Gómez Vallejo. 

CONSIDERACIONES
Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte irregularidad alguna que haga írrito lo actuado. 
Por esta vía ejecutiva, la sociedad Spectra Ltda, reclama el pago de las obligaciones contenidas en las letras de cambio aceptadas el 13, 16 y 17 de mayo de 2005, por Gómez Vallejo Hermanos & Cía Ltda, Samuel Eduardo Gómez Vallejo y Martha Cecilia Estrada, cada una por valor de $40.000.000 pagaderas en su orden, los días 13, 16 y 17 de mayo de 2010, y en la letra aceptada el 26 de junio de 2008, por esas mismas personas y por la señora María Victoria Gómez Vallejo, pagadera el 26 de junio de 2010. 

Tales valores fueron reducidos, respecto de la letra LC-2 8288732, a $29.710.000 desde el 26 de diciembre de 2008; de la letra LC-2 2843058, a $15.000.000 desde el 4 de enero de 2008; y de la letra LC-2 2843066, a $15.000.000 desde el 18 de enero de 2008. 

De manera que el mandamiento ejecutivo se libró contra Gómez Vallejo Hermanos & Cía Ltda, Samuel Eduardo Gómez Vallejo, Martha Cecilia Estrada, por las sumas de $15.000.000; $15.000.000; y $40.000.000, cada una con sus intereses de plazo y mora. Y en contra de Gómez Vallejo Hermanos & Cía Ltda, Samuel Eduardo Gómez Vallejo, Martha Cecilia Estrada y María Victoria Gómez Vallejo, por la suma de $29.710.000, con sus intereses de plazo y mora.

Un proceso ejecutivo, establecía el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se promovió la demanda, tiene génesis en obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él. 

Para el caso, los instrumentos negociables aportados, aceptados por los demandados en la forma señalada, se ajustan a las exigencias generales del artículo 621 del Código de Comercio, y las especiales del artículo 671 de la misma regulación, con lo cual, ante la manifestación de la falta de pago que hace la sociedad demandante, permitían librar la orden ejecutiva en los términos reclamados. 

Por eso, era menester que el Juzgado analizara la excepción de prescripción propuesta por el curador ad litem que, al final, se les nombró a los demandados, la que se declaró probada porque entre la fecha de vencimiento para el pago de las letras, y la de notificación efectiva al auxiliar, transcurrieron más de tres años, que no alcanzaron a interrumpirse, en los términos del artículo 94 del Código General del Proceso, dijo la funcionaria, porque no se cumplieron todos los presupuestos que la norma demanda. 
Pues bien, este caso, de acuerdo con el artículo 781 del Código de Comercio, se ejerce la acción cambiaria directa, como quiera que se dirige contra los aceptantes; la misma prescribe en un término de tres años, contados a partir de la fecha de vencimiento del título de acuerdo con el artículo 789 de la misma obra y el 784, en el numeral 10, consagra la prescripción como una de las excepciones que proceden contra esa acción. 

A propósito de la prescripción, debe recordase que ella puede interrumpirse natural, o civilmente como lo prevé el artículo 2539 del Código Civil. Esto último, cuando se presenta la demanda respectiva. Y que, en los términos del artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, se produce siempre que, además de radicar la demanda, y una vez notificado el mandamiento ejecutivo al demandante, se logra notificar al demandado dentro del año siguiente. De lo contrario, la interrupción se entendería lograda solo en el momento mismo de la notificación. 

Sea bueno precisar, a propósito de la mención que hace el fallo sobre el artículo 94 del Código General del Proceso, que esta norma no es aplicable a este caso, por cuanto la demanda se promovió en el año 2011, esto es, antes de que empezara a regir el citado canon, que lo fue el 1° de octubre de 2012. Sin embargo, para efectos prácticos, la cuestión en nada incide, en atención a que los términos previstos en una y otra norma, y los requisitos establecidos para la interrupción, son idénticos. 

Objetivamente visto el asunto, a la luz del Código de Procedimiento Civil, se repite, y si fuera apropiado tomar como referente la fecha de notificación al curador ad litem designado a los demandados, se tendría lo siguiente: 
Los títulos cobrados vencieron el 13 de mayo, 16 de mayo, 17 de mayo y 26 de junio de 2010; eso significa que prescribirían el 13 de mayo, 16 de mayo, 17 de mayo y 26 de junio de 2013. Pero la demanda fue presentada el 18 de noviembre de 2011 (primera exigencia del artículo 90); el mandamiento ejecutivo a la demandante se le notificó por estado el 14 de diciembre de 2011 (segunda exigencia), lo que indica que, a partir de allí, corría un año para notificar a los demandados (tercera exigencia). Pero ese hecho, al decir del Juzgado, solo ocurrió el 25 de noviembre de 2013 (f. 182, c. 1). De manera que, superado ese año, la interrupción efectivamente se daría en esta última fecha que, como se ve, superaba con creces el tiempo de la prescripción de la acción cambiaria derivada de cada uno de los títulos. 
Sin embargo, la Sala tiene una percepción diferente del asunto, porque, estrictamente hablando, en este caso hubo dos notificaciones del mandamiento ejecutivo, la primera de ellas, por aviso, válidamente realizada; y la segunda, por medio del curador, que ya no era viable. 

En efecto, para lo que trasciende a este caso, se advierte lo siguiente: 

a. La demanda fue presentada el 18 de noviembre de 2011 (primer requisito). 

b. El mandamiento ejecutivo fue notificado a la demandante el 14 de diciembre de 2011 (segundo requisito).
c. La sociedad, con algunos lapsos de inactividad, hay que reconocerlo, inició las gestiones para la notificación a los demandados, en la dirección que suministró en el libelo, esto es, carrera 13 Bis número 32 B- 37, Torres de Alcántara PH, apto. 602, Torre I, Pereira.
Allí fueron enviadas las comunicaciones para lograr la notificación personal, como se evidencia de los documentos que obran a folios 36, 41, 47 y 53 del cuaderno No. 1, el 24 de abril de 2012, pero se devolvieron con la nota de que no residían.

Pidió entonces la demandante que se les notificara en la Avenida Circunvalar No. 9-29, consultorio 202; así se procedió con el envío de una nueva comunicación, el 4 de junio de 2012 de acuerdo con los documentos que obran a folios 66, 70, 74 y 78 del mismo cuaderno. Tales citaciones fueron recibidas por quien dijo llamarse “Paola Andrea”, quien indicó que era funcionaria de la sociedad, y que los demandados se ubicaban allí, de acuerdo con las constancias que reposan a folios 64, 69, 73 y 77 del referido cuaderno. 
Como consecuencia de ello, ya que no comparecieron, se procedió a notificarles por aviso el 24 de julio de 2012, pero en el lugar, se rehusaron a recibirlo. Así se plasmó en las piezas procesales que  reposan a folios 86, 100, 114 y 128 del cuaderno citado.

El Juzgado puso en conocimiento de la parte demandante esa situación y esta solicitó el emplazamiento el 21 de septiembre de 2012. Sin embargo, el despacho la requirió para que, previamente, se intentara la notificación en la dirección que aparece en el certificado de la Cámara de Comercio que se aportó con la demanda, diligencias que fueron infructuosas, por cuanto la sociedad demandada se trasladó de allí como se plasmó en las constancias de fecha 15 de abril de 2013, que reposan a folios 153, 154, 157, 158, 161, 162, 165 y 166. 

Con este nuevo informe, se dispuso el emplazamiento, que concluyó con la designación de un curador, a quien se le enteró del mandamiento ejecutivo el 25 de noviembre de 2013.
Como consecuencia de ello, el Juzgado tuvo por sentado que los demandados fueron notificados por fuera del año que señala la norma, con lo que la interrupción de la prescripción solo ocurrió el 25 de noviembre de 2013, y entre la fecha de vencimiento de los títulos, el último de los cuales fue en junio de 2010, y este, transcurrieron más de tres años, así que prosperó la excepción de prescripción propuesta. 

Pero, una mirada diferente del asunto, permite arribar a una conclusión distinta. En efecto, del anterior trasunto, se desprende que aquí hubo una notificación válida, antes del emplazamiento, que fue la que se surtió por aviso, el día 24 de julio de 2012, en una dirección suministrada por la ejecutante, en la cual, además, quien recibió la comunicación inicial, dio cuenta de que los demandados se localizaban allí, solo que luego, al remitir los avisos, sin ninguna justificación, fueron rehusados, actitud que, por supuesto, no puede ir en desmedro de la parte demandante, que mostró interés en la notificación, pero en la primera oportunidad fracasó. 
Aunque la recurrente trae en su defensa ese argumento, lo hace a la luz de las reglas del Código General de Proceso que, en lo que tiene que ver con las notificaciones, no estaba aún vigente. Sin embargo, también con las reglas del Código de Procedimiento Civil debe entenderse así la situación, porque lo contrario, sería premiar a quien quisiera, a su antojo, sustraerse de la acción del Estado en un proceso judicial. 
Se recuerda que el artículo 315 del CPC, modificado por el artículo 29 de la Ley 794 de 2003, varió el procedimiento para la notificación personal y estableció, entre otras cosas, que al demandando se le enviaría una comunicación con el propósito de que acudiera al despacho judicial a notificarse, en cinco, diez o treinta días, según que se encontrara en el mismo lugar, en otra ciudad o en el exterior. Y señaló el numeral 4, con toda precisión, que si tal comunicación es devuelta con la anotación de que la persona no reside o no trabaja en ese sitio, o porque la dirección no existe, se procederá, a solicitud del interesado, a su emplazamiento. 
Nótese que se trata de la comunicación inicial, pues la norma posterior, esto es, el artículo 320 del mismo estatuto, que contiene la notificación por aviso, ya no presenta esa alternativa, lo que tiene una lógica explicación, y es que si el demandado ya ha conocido de la citación que se le hizo, lo que se deduce de que no haya sido devuelta con una de aquellas tres anotaciones, el aviso que se envíe a esa misma dirección, cumple el cometido de enterarlo de la orden ejecutiva, aun cuando se rehúse a recibirlo. De lo contrario, será fácil burlar la actividad del juez, con solo manifestarle al emisario del correo que el demandado no quiere recibir tal aviso, para propiciar un emplazamiento que, en el anterior código, solo procedía en los casos de la devolución anunciada, o de acuerdo con el artículo 318 del CPC, cuando se afirmaba, de entrada, que se ignoraba el lugar de habitación o trabajo del demandado o que se hallaba ausente y no se conocía su paradero, además de los casos especiales de convocatoria, como en los procesos de pertenencia, o cuando se demandan herederos indeterminados (todo lo cual se conserva hoy). 

Entonces, si, como se explicó, el 4 de junio de 2012, a la Avenida Circunvalar No. 9-29, consultorio 202, se enviaron las comunicaciones que ordena el artículo 315 del CPC; si ellas fueron recibidas por quien dijo llamarse “Paola Andrea”, quien en calidad de funcionaria de la sociedad indicó, además, que los demandados se ubicaban allí, era a ese mismo lugar que se les debían enviar los avisos, ya que no comparecieron al juzgado,  lo que efectivamente se hizo el 24 de julio de 2012, solo que en esa oportunidad se rehusaron a recibirlos. 

No había ninguna razón, así las cosas, para proceder al emplazamiento que a la postre se ordenó, incluso mediando otro intento de notificación personal en el sitio que aparece en el certificado de la Cámara de Comercio, diligencia que también resultó fallida. Mucho menos, la designación de un curador, con quien se surtió al final una nueva notificación, que fue la que se tuvo en cuenta para contabilizar el término de prescripción. 

Ahora bien, con esta percepción de la Sala, en el sentido de que la notificación válida se surtió el 24 de julio de 2012, un día después de la frustrada entrega de los avisos, es necesario revisar nuevamente esos términos, así:  

a. La demanda fue presentada el 18 de noviembre de 2011 (primer requisito).
b. El mandamiento ejecutivo fue notificado a la demandante el 14 de diciembre de 2011 (segundo requisito).
c. Los demandados fueron notificados por aviso el 24 de julio de 2012. 

Por tanto, entre la fecha de vencimiento de los títulos, la mayor de las cuales fue en junio de 2010, y la de la efectiva notificación de los demandados, el 24 de julio de 2012, no trascurrieron tres años, lo que indica que la acción cambiaria no prescribió para ninguno de ellos. 
La excepción de que se trata ni siquiera ha debido ser analizada porque de acuerdo con los argumentos hasta aquí expuestos, se propuso de manera extemporánea, pero como el juzgado la tramitó y declaró probada, este Tribunal se vio obligado a hacerlo.
Consecuentes con lo anterior, se revocará el fallo de primera instancia; en su lugar, se declarará no probada la excepción de prescripción y se ordenará seguir adelante la ejecución en la forma dispuesta en el mandamiento de pago. 
Las costas de primera y segunda instancia, serán a cargo de los ejecutados y a favor de la sociedad demandante y se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las que correspondan a esta sede.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
F A L L A:

1º. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el 2 de mayo de 2016, en este proceso ejecutivo que la sociedad Spectra Ltda inició frente a la sociedad Gómez Vallejo Hermanos & Cía Ltda, Samuel Eduardo Gómez Vallejo, Martha Cecilia Estrada y María Victoria Gómez Vallejo. 

En su lugar, se declara no probada la excepción de prescripción. 

2º. Se ordena seguir adelante la ejecución en la forma indicada en el mandamiento de pago. 

3º. Se condena en costas en ambas instancias a la parte demandada y a favor de la sociedad demandante y se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer nivel, previa fijación de las que correspondan a esta sede.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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